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AL SEÑOR

FISCAL DE ESTADO

DE LA PROVINCIA DE MENDOZA

DR. FERNANDO SIMÓN

S                ______                     D

 

Las actuaciones de referencia han sido remitidas a esta Fiscalía de Estado para su intervención y dictamen
en relación al procedimiento de licitación pública para la contratación del Servicio Médico para las
Temporadas 2022-2023, 2023-2024, 2024-2025 y 2025-2026 del Parque Provincial Aconcagua con el fin
de satisfacer las necesidades de atención de urgencia, emergencia y/o control clínico a toda persona durante
su permanencia dentro del Área Protegida desde el Inicio de Temporada de Ascenso Estival (o desde la
fecha de adjudicación si esa fuese posterior) y/o hasta la fecha de finalización efectiva de las tareas (si esta
fuese anterior).

 



I- ANTECEDENTES.

1.- Obran como antecedentes relevantes de la presente pieza administrativa: en órdenes 20, 42, 45 y 67 el
requerimiento de contratación del servicio y su implementación a través del sistema compras (SCO); en
órdenes 32 y 33 los pliegos de condiciones generales y particulares respectivamente;  en órdenes 38, 39, 40,
41, 43 y 46 los volantes de imputación preventiva con la debida intervención de Contaduría General de la
Provincia; en orden 62 rola Resolución 528/22 de la Secretaría de Ambiente y Ordenamiento Territorial, de
fecha 01/11/2022, mediante la cual se autoriza el llamado a Licitación Pública para la contratación del
servicio de referencia de acuerdo a los PBCG que rolan en orden 32 y el Pliego de Condiciones Particulares
de orden 33; en orden 68 se dispone la vista de los Pliegos en fecha 01/01/2022; en 69 consta la invitación
a proveedores; en orden 70 se agrega constancia de publicación de la convocatoria en la página WEB; a
órdenes 73 y 75 obran circulares nº 1 y 2 respectivamente  en donde constan las respuesta otorgadas a las
consultas efectuadas por los interesados; en orden 76 consta el ACTA DE APERTURA y recepción de
ofertas, de fecha 22/11/2022 en la cual surge la recepción de dos ofertas: una oferta realizada por ”X-
MEDICINA S.A.” y la otra efectuada por “MEDICINA DE ALTURA S.A.”.; en órdenes 78 a 92 se agrega
la oferta presentada por X-MEDICINA S.A.; a órdenes 93 a 114 se agrega la oferta presentada por
MEDICINA DE ALTURA S.A.; en orden 121 rola informe de la Comisión de Pre adjudicación la cual
luego de analizar las constancias de las actuaciones de referencia, concluye sugiriendo “PREADJUDICAR
LA OFERTA : X-MEDICINA, RENGLÓN 1, OFERTA BASE, PRECIO DE GUARDIA, PESOS CIENTO
VEINTINUEVE MIL ($ 129.000.-), POR SER LA OFERTA MÁS CONVENIENTE DESDE LO
ECONÓMICO DENTRO DE LAS OFERTAS QUE SE AJUSTAN A LOS PLIEGOS. MONTO
PREADJUDICACIÓN TOTAL $265.740.000 MONTO LICITACIÓN PRESUPUESTADO $206.000.000.
TEMPORADAS 2022/23 A 2025/26”; en orden 125 obra informe de la DRNR mediante el cual expresa
que, teniendo en cuenta que el comienzo efectivo de la prestación del servicio que surja de esta Licitación
será posterior al previsto al confeccionar los volantes preventivos, al pasar a Definitivo los Volantes
Preventivos 636 y 637 (lo que ocurrirá en ocasión de disponer de la norma legal que adjudica) deberán
ajustarse a menos; en orden 127 se adjunta proyecto de norma; a orden 129 dictamen legal de la repartición
de origen.

I.2.- EXISTENCIA DE DENUNCIA ANTE ESTA FISCALÍA: Se considera pertinente dejar informado
en este dictamen que en expediente EX-2022-8659118-GDEMZA-FISCESTADO, se dio trámite a una
denuncia presentada ante este Organismo de Control en relación a supuestas deficiencias que afectaban a
los Pliegos de Condiciones Particulares que rigen en esta Licitación ((PLIEG-2022-07440329-GDMZA-
DRNR#SAYOT). Ante dicha denuncia, obrante a orden 2/3 del mencionado expediente, se requirió a
Secretaría de Ambiente el informe pertinente (NO-2022-8698569-GDEMZA-FISCESTADO; orden 5), el
cual fue respondido mediante NO-2022-9193441-GDEMZA-DRNR#SAYOT a orden 6 de esos obrados.
 En resumidos términos, la denuncia fue desestimada por extemporánea y por referir a cuestiones técnicas
ajenas a la competencia de este Organismo de Control y reservadas a los criterios de mérito, oportunidad y
conveniencia de la autoridad licitante (ORDEN Nº 7 - NO-2022-9966998-GDEMZA-FISCESTADO). Para
mayor detalle y en mérito a la brevedad se remite los documentos citados, los cuales se acompañan como
archivos embebidos del presente dictamen.  

I.3.- FALTA DE INTERVENCIÓN PREVIA DE FISCALÍA. Se deja expresa constancia que este
Órgano de Control toma intervención ante la remisión de las actuaciones en esta etapa de adjudicación; sin
que previamente hubiera intervenido en las etapas anteriores de este procedimiento.

I.4-  DICTÁMENES LEGALES: en relación al dictamen que se acompañan en el presente expediente a
orden nº 129, y para futuras remisiones, debo recordar que los mismos deben cumplimentar los recaudos
que la normativa jurídica y la doctrina le han asignado a este tipo de actividad consultiva[1] y, en particular,
los establecidos en los arts. 3 y 4 del Decreto Nº3.152/88[2], arts. 2 y 4 del Decreto Nº665/75[3],  y art. 6
del Dec. 1784/96[4], especialmente en lo referido a todas aquellas cuestiones de índole jurídica relativas al
procedimiento (adecuación general del procedimiento licitatorio a las normas que resultan aplicables y
cumplimiento de los recaudos esenciales del mismo, admisibilidad de los oferentes, cumplimiento de
requisitos no subsanables de las ofertas, publicidad suficiente del llamado a licitación y análisis del acto de



apertura de ofertas, etc.).

I.5.- PUBLICACIÓN EN BOLETIN OFICIAL: no se observan agregadas en las presentes actuaciones la
constancia de publicación en el boletín oficial, conforme lo exigido por el art. 142 de la Ley N° 8706 y art.
142º del Decreto 1000/15, por lo que previo a efectuar la adjudicación, deberá agregarse la misma.

II.-INTERVENCIÓN: En este estado toma intervención Fiscalía de Estado en el marco de las atribuciones
que ejerce como Ministerio Público (protección del interés público y de los intereses colectivos) y del
Ministerio Fiscal (defensa del patrimonio de la colectividad y del Estado) -art. 177 de la Constitución
Provincial, Ley Nº 728, Decreto Nº 1.428/18 y normas complementarias-, estimando oportuno realizar las
siguientes consideraciones:

II.1.- ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO EN GENERAL: Conforme las constancias de autos, y en el
ámbito del control de legitimidad -sin que lo aquí expuesto importe una manifestación sobre cuestiones de
oportunidad, mérito o conveniencia, reservados a la razonable valoración de la autoridad administrativa
competente-, considero que el presente procedimiento se ha desarrollado conforme las previsiones
normativas generales vigentes y aplicables al caso, sin perjuicio de lo indicado en el punto I.5. En tal
sentido, en este caso motivo de análisis, se observa que se ha recurrido al procedimiento general de
contratación denominado “Licitación Pública”, previsto en el art. 37º de la Constitución de Mendoza, 139
de la Ley N° 8.706 y 112, ap. III. de la Ley N° 9.003.

Ello en tanto el procedimiento general y regla para la selección del co-contratante del Estado Provincial
(administración centralizada y/o descentralizada), surge de la disposición contenida en el Artículo 37º de la
Constitución Provincial en cuanto expresa: “Toda enajenación de bienes del fisco, compras y demás
contratos susceptibles de licitación, se harán precisamente por esa forma y de un modo público bajo pena
de nulidad ...salvo las excepciones que la ley determine en cuanto se refiere a la licitación”.

La licitación (en sentido genérico tanto pública como privada) es un procedimiento legal y técnico que
permite a la Administración Pública realizar una operación no sólo más ventajosa, sino también de acuerdo
con las reglas jurídicas de índole constitucional. Los contratos administrativos implican colaboración
particular en la gestión administrativa y esa colaboración debe atribuirse sobre la base de la igualdad de
proponentes y la elección del más conveniente. La licitación, pública o privada, ofrece ventajas indudables,
pues asegura generalmente los precios más ventajosos, elimina los favoritismos y las colusiones dolosas en
la contratación administrativa, permitiendo un contralor eficaz, sin perjuicio de convertirse a veces en un
procedimiento artificial, lento y rígido; dejando ante todo un saldo favorable que no deja dudas sobre su
conveniencia.

Incluso se han previsto en distintos regímenes, mecanismos de  participación pública en la elaboración de
las normas de efectos generales, lo que surge no solo por los procesos de corrupción estatal verificados en
diversos países sino que ha sido considerada obligación implícita en la Constitución Nacional por la
doctrina desde hace ya tiempo (Agustín A. Gordillo, “La administración paralela”, Cuadernos Civitas,
Madrid, 1982, p. 32) y se encuentra exigida como obligación de los Estados por norma supranacionales que
los obligan expresamente (art. 75 inc. 22 CN). Tales son el Pacto de San José de Costa Rica (art. 23.1), la
Declaración Universal de los Derechos Humanos (art. 21.1), el Pacto Internacional de los Derechos Civiles
y Políticos (art. 25), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art. XX) (ver
Agustín A. Gordillo, “Tratado de Derecho Administrativo”, tomo 2, 4° edición, Fundación de Derecho
Administrativo, Buenos Aires, 2000, p. XI-4).

Nuestro país ha suscripto, además, la Convención Interamericana Contra la Corrupción (aprobada por Ley
Nº 24.759) que en su art. III, p. 5, establece la obligación de implantar “sistemas para la contratación de
funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la
publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas”; y también, más recientemente, la Convención de
Naciones Unidas contra la Corrupción (aprobada por Ley Nº 26.097) donde se han previsto sistemas de
prevención estableciendo que en “esos sistemas, en cuya aplicación se podrán tener en cuenta valores



mínimos apropiados, deberán abordar, entre otras cosas: a) La difusión pública de información relativa a
procedimientos de contratación pública y contratos, incluida información sobre licitaciones e información
pertinente u oportuna sobre la adjudicación de contratos, a fin de que los licitadores potenciales dispongan
de tiempo suficiente para preparar y presentar sus ofertas; b) la formulación previa de las condiciones de
participación, incluidos criterios de selección y adjudicación y reglas de licitación, así como su
publicación”, quedando claramente establecido que la publicidad, la participación y los controles
constituyen mecanismos de indudable eficacia a la hora de procurar enfrentar el grave problema que nos
aqueja en la gestión de los intereses públicos.

II.2.- SUBSUNCIÓN DEL CASO A LAS PREVISIONES NORMATIVAS: Atento a lo expuesto, en el
caso venido a dictamen considero que se habrían cumplimentado los pasos esenciales que se establecen
para los procedimientos licitatorios en la Ley Nº 8.706, el Decreto N° 1.000/15 (sin perjuicio de lo
indicado en el punto I.5),  disposiciones de la DGCPYGB y Pliegos de Condiciones Particulares que
rigieron la misma, los cuales se encuentran agregados en órdenes 32 y 33. Asimismo, verifico que según se
ha detallado en el punto precedente,  se ha realizado la convocatoria mediante Resolución Nº 528-22 de la
SAYOT; publicación en la página WEB e invitación a proveedores en cumplimiento del art. 142º de la Ley
N° 8.706, y 142del Dec. N°1.000/15), acta de apertura (art. 149 del Dec. N°1.000/15), donde consta la
presentación de las ofertas; informe de la Comisión de Preadjudicación (art. 132 inc. “d” de la Ley N°8.706
– en cuanto resulta aplicable-, art. 145, parte pertinente, y art. 149, parte pertinente, en todo lo relativo al
funcionamiento de la Comisión de Preadjudicación, y art. 18 del PBCG); constacias de imputación
preventiva del gasto para el período 2022,,  (arts. 80, y 81 de la Ley N°8.706, y arts. 80 y 81 en cuanto
resulta aplicable del Dec. Reg. N°1.000/15); por lo que “prima facie” y en términos generales, no existen
objeciones legales que formular al mismo (sin perjuicio de lo indicado en el punto I.5).   

II.3. PUBLICIDAD: En el marco de las previsiones de los arts. 142º de la Ley N° 8.706, y su
correspondiente reglamentación en el Decreto N°1.000/15 -art. 142 punto 1 o 2-, en el presente caso se ve
cumplido conforme constancias de orden 69/70, sin perjuicio de lo indicado en el punto I.5.

II.4.- DEBIDA JUSTIFICACIÓN DE LA DIFERENCIA ENTRE EL PRESUPUESTO OFICIAL Y
EL PRECIO DE ADJUDICACIÓN: Mediante Resolución 528/22 de la S.A.Y.O.T. se autorizó el
llamado a licitación pública por un monto total de $ 206.000.000y la adjudicación recomendada finalmente
por la Comisión de Pre-adjudicación se formula a favor de la  oferta con mejor precio, por un monto total
de $265.740.000.

En relación al presente aspecto esta Fiscalía ya se ha expedido en reiterados dictámenes[5], donde se
remarca la necesidad imperiosa de ajustar los cálculos iniciales del presupuesto oficial (con un mínimo
margen de diferencia razonable) al monto por el cual efectivamente se va a adjudicar para evitar casos en
los que se produce la adjudicación por un monto sensiblemente superior, lo cual podría atentar contra el
principio de concurrencia, todo ello en miras de evitar incurrir en un supuesto de subpresupuestación que
pueda afectar la participación, ya sea por verse desalentados potenciales oferentes que, tomando
conocimiento del procedimiento, consideran que dicho monto inicial no es conveniente por ser poco
redituable, cuando, en realidad, finalmente, resulta adjudicatario un proponente por el monto superior, todo
ello sin desconocer el proceso inflacionario del país en el último año.

En  este marco, corresponderá a la autoridad administrativa competente  valorar razonablemente los
informes que justifican la notable diferencia entre el monto original presupuestado y el  precio final de
adjudicación señalado ut. supra en forma previa a adjudicar el presente procedimiento, motivando
debidamente este aspecto y resolviendo conforme considere fundamentado o no este tópico. 

II.5.- PROYECTO DE NORMA: En relación al referido proyecto de decreto, cabe señalar que desde el
punto de vista formal y general, no tengo observaciones legales que formular, encontrándose “prima facie”
debida y suficientemente motivada, lo que en el presente supuesto es obligatorio (art. 45 inc. a), d) última
parte de la Ley Nº 9.003), cumplimentando además los recaudos básicos respecto a la configuración de los
actos administrativos en relación al objeto, competencia, voluntad y forma (arts. 28 a 45 de la Ley Nº



9.003).

En particular entiendo que, previo a la emisión del acto que disponga la adjudicación y en sentido
concordante con lo indicado en el presente, deberá incorporarse al proyecto de norma lo siguiente:

II.5.1. Debe agregarse los justificativos pertinentes en los considerandos de la norma sobre la diferencia
entre el presupuesto oficial y el precio de adjudicación, conforme lo indicado en el punto II.4.

II.5.2. Se sugiere la inclusión, dentro de la parte resolutiva de la norma a emitirse, del procedimiento de
impugnación que se prevé aplicar en caso de que los interesados decidiesen cuestionar los términos de la
adjudicación, con posible remisión al sistema recursivo de los arts. 176, 177 y cc. de la Ley N°9.003, con
sujeción y debido cumplimiento de lo previsto en el art. 150 de la norma aludida.

II.5.3. Deberá ajustarse el monto del gasto previsto para el presente período según lo observado a orden 125
de estas actuaciones.

III.- RECOMENDACIONES:

III.1. Se sugiere prestar especial atención a lo dispuesto en la Ley 27.159 que regula el sistema de
prevención integral de muerte súbita, en relación a la cantidad de desfibriladores necesaria para atender las
necesidades a cubrir en el lugar de prestación de los servicios.

III.2. En cuanto a la previsión contenida en el último inciso del art. 5º del P.C.P, en donde se dispone que
es obligación del contratista proveer “Todo elemento que a juicio del coordinador del servicio médico y/o
del Jefe de Área del Parque Provincial Aconcagua, resulte necesario para realizar la correcta prestación
del servicio requerido” , atento a al carácter genérico de la misma y considerando también lo dispuesto en
el artículo 6º del mismo pliego, que otorga al contratista la posibilidad de prestar servicios en forma privada
al margen de lo establecido en el objeto de esta licitación[6]; se sugiere que ya sea en el contrato de
adjudicación o en reglamentación posterior, se establezcan  en forma clara y precisa la previsiones
necesarias para evitar que el ejercicio de las facultades otorgadas en los mencionados artículos de lugar a
abusos, compras innecesarias, desvío de insumos,  connivencias y/o sobreprecios. 

IV.-     ALCANCE DEL PRESENTE DICTAMEN: Corresponde dejar expresa constancia de que el
control efectuado por este órgano al emitir el dictamen está circunscripto a la ”legitimidad” del
procedimiento, sin que su pronunciamiento importe manifestación alguna sobre cuestiones técnicas (ajenas
a su incumbencia) o de mérito, oportunidad o conveniencia (asignadas a los órganos de la administración
activa), conforme doctrina sentada en reiteradas oportunidades por la Procuración del Tesoro de Nación[7],
valorando además los aspectos tratados conforme los informes de los órganos consultivos competentes,
según doctrina sentada por el órgano nacional aludido[8].

V.-       CONCLUSIÓN: Analizadas las constancias agregadas en estas actuaciones, en los términos
indicados, en el marco de las previsiones del art. 37 de la Constitución de Mendoza, arts. 80, 92 inc. a),
139, 142, 146 y concordantes de la Ley N°8.706, art. 139, 142, y 146 del Decreto N°1.000/15; art. 112, ap.
III y 28 a 45 de la Ley N°9.003; y, una vez cumplido lo solicitado en los puntos I.5; II.4 y II.5 por parte
de la autoridad competente, se podrá continuar el mismo hasta la adjudicación correspondiente.

Todo lo expresado salvo mejor criterio de la superioridad.

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

[1] En términos generales debe recordarse que, conforme lo dicho por la PTN la  intervención previa de los
servicios jurídicos debe efectuarse mediante dictámenes que individualicen la cuestión traída en consulta, la
desarrollen exhaustivamente, desde el punto de vista  fáctico y jurídico, con el agregado de  toda la
documentación que tenga incidencia en el tema. Ello  así por cuanto el dictamen jurídico supone el análisis
específico, exhaustivo y profundo de una situación concreta y jurídicamente determinada, efectuada a la luz
de las normas vigentes y de los principios generales que las informan, a efectos de recomendar conductas
acordes con la  justicia (PTN, Dictámenes: 223:200; 235:308; 254:389; 233:92; 240:343;  ver asimismo
voto del Dr. Coviello en “ “EN-M y OSP c. Battiori Julio César, s. proceso de conocimiento”, 03/08/2006,
CNCont. Adm. Fed. Sala I), debiendo el mismo consistir en un análisis pormenorizado de las circunstancias
fácticas del caso y de las consideraciones jurídicas aplicables, para poder recomendar conductas acordes
con la justicia e interés legítimo de quien formula la consulta (PTN, Dictámenes, 203: 148;  258:89), no
pudiendo, en este entendimiento, el dictamen jurídico constituir una simple relación de antecedentes ni una
agrupación de valoraciones dogmáticas (PTN, Dictámenes: 197:61; 271:24).

[2]Dec. 3152/88 Artículo 4º- En los procedimientos administrativos en los que corresponda la intervención



de Fiscalía de Estado, esta tendrá las mismas facultades que los artículos precedentes reconocen a Asesoría
de Gobierno, en relación con los servicios jurídicos dependiente de los organismos que intervengan en el
trámite.

[3]Dec. 665/75 Artículo 2º - Tanto los trámites iniciados de oficio por cualquier servicio de la
administración centralizada o descentralizada, como los que se originen a  petición de una persona física o
jurídica, pública o privada, que invoque un derecho subjetivo o un interés legítimo, además de reunir los
requisitos materiales y formales a que se refiere la Ley Nº 3909, deberá complementarse, dentro del órgano
o área administrativa de origen con los informes o dictámenes que correspondan a la naturaleza de las
cuestiones  directa o indirectamente relacionadas con dicha actuación. Dichos informes o dictámenes
deberán contener, en términos precisos y concretos, la opinión de los funcionarios responsables que los
suscriban, en lo referente a cada uno de los aspectos propios de su competencia y autoridad, con expresa
mención de las disposiciones de aplicación, indicando la procedencia  y/o legalidad de la conclusión.

Dec. 665/75 Artículo 4º- En los casos en que se planteen dudas, o en los que existan algunas legislativas o
reglamentarias, o medie desconocimiento de la norma de aplicación, o se cuestione la correcta
interpretación de la misma, deberá recabarse el dictamen de la asesoría letrada correspondiente, el que
deberá contener la opinión concreta de aplicación al caso, con indicación de las normas legales que lo
rigen, fundamento del criterio interpretativo sustentado, con referencia suscinta a las disposiciones legales,
antecedentes y jurisprudenciales y/o doctrina jurídica en que se apoya.

[4]Dec. Nº 1.784/96 Artículo 6º- Dictamen Fundado. Los jefes o responsables de las asesorías letradas
deberán supervisar los dictámenes e informes, atendiendo a que estén debidamente motivados. A tal efecto,
queda prohibido el sólo  uso de fórmulas tales como “Sin observaciones legales” o “Sin objeciones
jurídicas”, u otras equivalentes sin el debido fundamento.

[5]Ver dictámenes N°1.047/22, N°1026/21y N°1121/16, entre otros, disponibles para su consulta en
www.fiscalia.mendoza.gov.ar.

[6] Artículo 6º - El adjudicatario podrá efectuar prácticas médicas por fuera de las necesidades de atención
de urgencia, emergencia y/o control clínico enunciadas en el presente Pliego (tratamientos, rehabilitación,
fisioterápia, etc).

En caso de hacerlo, deberá presentar ante la DRNR la propuesta de prácticas a llevar a cabo y deberá
registrarse como prestador de servicios bajo las condiciones que establezca la normativa vigente.

El costo que demanden las prácticas médicas enunciadas precedentemente, estarán a cargo del quien las
requiera, no representando cargo alguno para la DRNR.

[7]
 Ha dicho en relación al objeto de los Dictámenes, la Procuración del Tesoro de la Nación que: “… no

entra a considerar los aspectos técnicos de las problemáticas planteadas, por ser ello ajeno a su
competencia. Su función asesora se encuentra restringida al análisis de las cuestiones de derecho y su
aplicación al caso concreto, quedando libradas las apreciaciones sobre cuestiones técnicas a la autoridad
administrativa con competencia en la materia (PTN, Dictámenes; 259:233; 245:359, 381)”; “…El
asesoramiento de la PTN se limita al estudio de las cuestiones estrictamente jurídicas, no trata aspectos
técnicos, ni se refiere a las razones de oportunidad  política por ser ajenos a la competencia que tiene
asignada (PTN, Dictámenes, 259:233; 204:47, 159; 207: 578)”.   Ha agregado en este sentido que “El
dictamen legal de la PTN no se pronuncia sobre aspectos técnicos, financieros o económicos, ni sobre la
equidad o inequidad de las fórmulas contractuales o respecto de oportunidad, mérito o conveniencia, por ser
ajenos a su competencia funcional… (PTN, Dictámenes, 251:781; 253:5)”. Incluso el Poder Judicial se ve
en principio sustraído de efectuar estas consideraciones, habiendo considerado la C.S.J.N. que el acierto,
error, el mérito o la conveniencia de las soluciones adoptadas por los poderes políticos, no son puntos sobre
los que el Poder Judicial pueda pronunciarse, salvo en aquellos casos que trascienden ese ámbito de
apreciación, para internarse en el campo de lo irrazonable, inicuo o arbitrario (conf. C.S.J.N., en “Paz



Carlos Omar c/Estado Nacional, sentencia del 09/08/01).  

[8]En este sentido, la P.T.N. ha entendido que: “…la ponderación de los temas debe efectuarse conforme a
los informes de los especialistas en la materia de que se trate, es decir, que esos informes merecen plena fe
mientras no aparezcan elementos de juicio suficientes para destruir su valor, siempre que sean fundados,
precisos y adecuados al caso (PTN, Dictámenes; 200:116; 248:430; 259:233).

Sin otro particular saluda atte.





   INFORMA SITUACIÓN 


   SOLICITA MEDIDAS 


 


SEÑOR FISCAL DE ESTADO 


 


   DR. FERNANDO SIMON 


   S_______//________D 


   Ref. FALENCIAS DETECTADAS EN EL PLIEGO DE LICITACIÓN DEL 


SERVICIO MÉDICO DEL PARQUE ACONCAGUA POR TEMPORADAS 22-23, 23-24, 24-25, 


25-26.(PLIEG-2022-07440329-GDMZA-DRNR#SAYOT) Proceso 12304-008-LPU22 


 


   Me dirijo a ud y por su intermedio a quien corresponda a los efectos de 


INFORMARLO sobre la situación actual del Servicio Medico en el Parque Aconcagua y en su 


caso solicitar se tomen medidas a los efectos de evitar situaciones que puedan comprometer el 


prestigio y la responsabilidad de la Provincia de Mendoza 


   El Objetivo de esta presentación es demostrar las falencias detectadas 


en el pliego de referencia que representa tanta importancia para el adecuado desempeño del 


servicio médico del Parque Provincial Aconcagua, de cara a la temporada con mayor número de 


ingresantes en toda la historia del Parque Provincial. Particularmente es un pliego que pretende 


regular el ejercicio de la medicina de montaña en un parque cada vez más concurrido y con 


necesidades tan dinámicas. Creo que el objetivo no se cumple. 


   Como las necesidades y actividades de los montañistas son cada vez 


más diversas y mayores, considero que el pliego no está a la altura de las demandas actuales 


de nuestros montañistas. No es apto para la actual temporada, mucho menos lo será para brindar 


un servicio acorde a 4 temporadas, a la creciente y demandante cantidad de montañistas y 


turistas que nos visitan en busca de la cumbre o trekking por la montaña más alta fuera de los 


Himalayas, ícono del circuito de las 7 summits. 


   Desde hace 18 temporadas que me desempeño como médico de 


montaña en el Parque Aconcagua y las pasadas 13 como jefe del servicio médico de dicho 


parque. 


   Es por esto que no puedo dejar de advertir a las autoridades con 


competencia en deporte, turismo y seguridad de nuestra Provincia sobre la grave situación del 


Servicio Médico en el Parque. 







   Estamos ante una temporada que aparenta ser record en ingresos de 


turistas al Parque Aconcagua y en mi opinión y con mi experiencia considero que la gestión de 


riesgo del parque es insuficiente.  


   He intentado en reiteradas oportunidades la comunicación con las 


autoridades de la Dirección de Recursos Naturales y Renovables haciendo saber las deficiencias 


del pliego y cómo la falta de control por parte del estado y la deficiente gestión en los 


requerimientos a los prestadores del servicio puede comprometer el prestigio y la responsabilidad 


de la Provincia al ponerse en riesgo la vida de las personas. 


   No se ha dado intervención adecuada a los guardaparques ni se han 


solicitado informes de desempeño ni se ha pedido colaboración a Sociedades científicas, Patrulla 


de Rescate (UPRAM) u ONG especializadas. 


   La gente más experimentada NO ha sido convocada a participar de la 


licitación y por ello consideramos que actuando de ese modo, las autoridades de la Dirección de 


Recursos Naturales ponen en riesgo la vida de turistas, montañistas, trabajadores y visitantes 


del Parque en general. 


   Considero un deber moral, advertir sobre temas fundamentales para 


preservar la seguridad y la vida de nuestros visitantes y trabajadores del Parque Provincial 


Aconcagua.  


 


Algunas deficiencias son: 


En el artículo 5° de dicho pliego se solicitan elementos para el correcto 


desarrollo de las tareas del servicio. 


- Solicita domos para la atención médica en Confluencia, Cascada de Caracoles en la 


quebrada de Matienzo, Plaza de Mulas y Plaza Argentina. No se aclara que tamaño de 


domos, los domos de montaña poseen una superficie de 9 metros cuadrados y pueden 


llegar hasta 50 o más. Se les puede agregar un interior térmico de triple capa de 


microfibra, friselina, primaloft, etc. Su uso es muy amplio, debería ser más específico el 


requerimiento, pueden ser para solo atender pacientes de día -cuando pega el sol y la 


temperatura dentro del domo se eleva- o para controlar y monitorizar a pacientes durante 


una noche con varios grados bajo cero o días si el helicóptero no puede volar por las 


condiciones del tiempo. 


 


- Dos oxímetros de pulso portátil solicita para cada campamento. Estos oxímetros los hay 


de los más variados precios y calidades. No todos soportan las bajas temperaturas. 


Debería ser más claro el pliego en cuanto a las marcas y modelos adecuados para la 


montaña. Y con la complejidad de pacientes y emergencias que tenemos a diario en 







Aconcagua es necesario y fundamental contar con monitores más sensibles y con 


alarmas que avisan cuando cae la saturación de un paciente con edema pulmonar así 


se toman las medidas rápidamente. Existen monitores portátiles, no es necesario un 


monitor multiparamétrico de terapia intensiva. En estas instancias, entiendo que no se 


puede dejar este ítem de forma incompleta. 


 


- Antibióticos, broncodilatadores, colirios, medicamentos para quemaduras por frío y sol, 


primeros auxilios y para la atención de patologías específicas de montaña. Esto no está 


completo, ¿que pasa con los visitantes que tienen patologías crónicas de base?. No sólo 


atendemos patología de montaña en Aconcagua, atendemos más patología de la clínica 


médica general que de montaña como hipertensión, infecciones de todo tipo, 


intoxicaciones, abuso de drogas, convulsiones, ACV, etc. Este requerimiento del pliego 


es muy precario y no responde a las necesidades de los actuales montañistas y turistas 


que nos visitan. 


 


- Elementos descartables: estamos saliendo de la ola de COVID causada por omicron 


pero el aumento de casos en el mundo es cada día mayor, hay ciudades del mundo que 


han vuelto al aislamiento. En Mendoza han aumentado un 25% los casos de COVID en 


las últimas semanas. No se puede descartar una nueva mutación del virus y una nueva 


ola de contagios. No se puede en este pliego pretender olvidarse del COVID, sobre todo 


siendo un contrato por 4 temporadas. Este punto no dice nada respecto al COVID y los 


elementos descartables que harían falta para enfrentar otra ola de contagios. Tampoco 


establece protocolos que son necesarios dado que recibimos turistas de todas partes del 


mundo. 


 


- Férulas y camillas tipo tabla espinal. No dice cuantas ni en que sitios. No olvidemos la 


gran cantidad de turistas que visitan la Laguna de Horcones. Luego dice entre paréntesis 


de transporte específico para montaña. ¿Esto se refiere a las camillas SKED? Muy 


diferentes a las clásicas tablas rígidas de ciudad. Una camilla SKED es una camilla rígida 


que se puede enrollar y transportar en una mochila, muy específica para rescates en la 


montaña, paredes verticales. Pero no lo aclara, ni tampoco la cantidad. ¿Si hubieran 


pocas camillas o mal emplazadas, que pasaría cuando hay traumatismos múltiples? O 


si un paciente requiere ser evacuado en camilla en helicóptero, ¿se quedaría el 


campamento sin camilla? 


 


- Chaleco de extricación. Llevo 12 licitaciones viendo esto y he comprado 1 para cumplir 


con el pliego pero jamás lo hemos utilizado. Esto se usa para accidentes viales, no en la 


montaña.  


 







- Tubos de oxígeno: todos los necesarios para la cobertura de la temporada y dos tubos 


ultra livianos de 1 metro cúbico por campamento. Esto es extremadamente poco. Hay 


días en los que tenemos 8 evacuados por edema pulmonar que requieren ser evacuados 


con oxígeno. Nos quedaríamos sin tubos en un típico día de temporada alta en Plaza de 


Mulas. Es muy poca cantidad de tubos la que solicitan, para un elemento vital como el 


oxígeno. El control, mantenimiento visaciones y estado de los tubos tampoco está 


especificado. 


 


- Carpas iglú para dormitorio y alojamiento de los médicos. Los médicos deben dormir en 


dichos domos, con el aislamiento para el frío necesario. No puede quedar el domo para 


la atención médica únicamente y el médico durmiendo alejado del mismo. El médico 


debe estar en el domo, donde se lo pueda ubicar con facilidad ante la emergencia. Es 


por ello que el domo debe ser adecuado con especificaciones precisas. 


 


- Alimentos y medios e infraestructura para la elaboración de los mismos. Solicitar esto el 


1 de noviembre lo hace muy difícil de gestionar. Es muy difícil la logística de los alimentos 


estando el Parque Aconcagua a casi 200 kms de la ciudad y sus campamentos de altura 


a 30 km Plaza de Mulas de Horcones y otros 41 km entre Plaza Argentina y Punta de 


Vacas. Embalarlos para su adecuada conservación, transporte en mula o helicóptero, 


etc, etc. El pliego pretende que el servicio médico funcione como una empresa 


prestadora y no dependa de guardaparques, lo cual está muy bien pero es muy difícil 


armar esta logística en 1 mes. 


 


- Un cardiodesfibrilador y todo aquel insumo o equipamiento necesario para la asistencia 


sanitaria que se pudiera requerir de acuerdo con la situación epidemiológica de la 


Provincia. Acá se mezcla la solicitud de tener un área cardioprotegida con enfermedades 


infectocontagiosas que declaren una alerta epidemiológica o brote/epidemia/pandemia. 


No entiendo a que se refiere este punto .La ley 27159 del 2015, conocida como ley de 


muerte súbita, tiene por objeto regular un sistema de prevención integral de eventos por 


muerte súbita en espacios públicos y privados de acceso público a fin de reducir la 


morbimortalidad súbita de origen cardiovascular. Este pliego claramente no respeta esta 


ley nacional donde dispone que debe haber un DEA cada mil personas que circulan por 


día en dicho lugar. En los primeros 25 días de temporada llevamos más de 18 mil 


ingresantes al Parque Aconcagua, según informa el secretario de ambiente en la web 


oficial del Aconcagua. ¿Qué nos espera para la temporada alta? 


 


   De hecho las últimas muertes en Aconcagua se deben a muerte 


súbita, hay formas de prevenirla y formas muy claras para tratarla y un lugar tan 


concurrido por turistas internacionales no puede disponer de 1 cardiodesfibrilador. 







Claramente la causa de muerte de los últimos fallecidos en Aconcagua ni la ley 27159 


no fue tenida en cuenta por quienes redactaron el pliego. 


 


- Todo elemento que a juicio del coordinador del servicio médico y/o del jefe de área 


resulte necesario para la correcta prestación del servicio requerido. Esto no puede 


quedar librado a juicio de un coordinador médico que responde a los intereses 


económicos de una firma adjudicataria o de un guarda parque jefe de área que no es 


profesional de la salud. Esta lista es larga, pero elementos básicos que no deberían faltar 


por ejemplo son: 


 


 Insumos/instrumental médico y de montaña: 


 


o Laringoscopios y tubos endotraqueales. 


o Ambúes autoinflables para reanimación. 


o Handies VHF. Fundamentales para el adecuado ejercicio de la medicina en los 


campos base y en el cerro, coordinar evacuaciones, participar en rescates, 


comunicación interna del servicio, etc. 


 


 Tareas y logística propia del Director del Servicio Medico: 


 


o Coordinación de los evacuados críticos: pacientes que salen evacuados en 


helicóptero de campos de altura hasta Uspallata o a helipuerto del Htal. 


Lagomaggiore requieren disponibilidad las 24 hs del director médico para 


coordinar operativo de aterrizaje, traslado, cama de hospital, etc. Otros no tan 


críticos pero que requieren internación en la ciudad en diferentes hospitales y 


servicios especializados, control del paciente durante su internación, parte diario 


a familiares, cónsules, aseguradoras, etc. No todos los hospitales públicos o 


privados de la provincia pueden dar respuesta a la patología de montaña, hay 


hospitales que se destacan para algún tipo de pacientes y otros no, así como 


hay abuso de algunos hospitales privados haciendo prestaciones no necesarias 


dado que el paciente extranjero paga dichas prestaciones de contado. Por lo que 


muchas veces he tenido que actuar de auditor y cuestionar dichas prácticas. Muy 


pocos médicos hablan inglés en los servicios de guardia por lo cual en casos 


graves he tenido que hacer de intérprete y acompañar al paciente hasta que 


llegue algún compañero de expedición o personal de empresa prestadora. 


o Coordinación de evacuados en ambulancia, hay veces que el SEC no puede dar 


respuesta dado que tiene su ambulancia de Puente de Inca afectada al corredor 


internacional, por lo que es necesario gestionar otra ambulancia privada o de la 


Compañía de Cazadores. Esto es complejo cada temporada y hay que dejarlo 


previamente establecido antes de que inicie la temporada alta. 







 


Artículo 8°: GUARDIAS MÉDICAS 


 Se requiere en Plaza de Mulas: 2 médicos desde el 1 de diciembre al 28 de febrero. 


 Esto resulta insuficiente. En todos los pliegos desde el 2009 hasta la fecha se exigían 3 


médicos en temporada alta y aun así todos los años debimos reforzar con un cuarto médico a 


cargo del adjudicatario. 


 Se requiere en Nido de Cóndores: 1 médico del 15 de diciembre al 15 de enero. 


He tenido experiencia en todos estos años y puedo aseverar que 2 médicos en Mulas y 1 en 


Nido, rotando entre ellos es de imposible cumplimiento. Son muy pocos. En enero 2020 hicimos 


una prueba piloto de montar una guardia durante todo el mes de enero. En Nido de Cóndores 


fuimos 5 médicos la primer quincena y 4 la segunda, rotando entre Plaza de Mulas y Nido. En 


esta ocasión se hicieron 39 guardias extras (no exigidas por el pliego) más 15 guardias de quien 


suscribe efectuadas sólo en la primer quincena, para supervisar y colaborar durante la prueba 


piloto. 


La creciente afluencia de gente no puede no contemplar que ya en el año 2020, los 


requerimientos eran insuficientes.  


Entiendo sumamente insuficiente exigir una guardia en Nido con sólo 3 médicos que se roten 


para cubrirla. El mejor ejemplo del desgaste que insume el trabajo en Nido de Cóndores lo da la 


Patrulla de Rescate (UPRAM). Ellos son 8 a 10 en Plaza de Mulas y suben a hacer su turno a 


Nido de a 2 personas por 3 días. Las condiciones son similares. 


En Nido de Cóndores el trabajo es intenso y hemos acompañado a los andinistas a la cumbre en 


los picos de ascenso, esto nos permitió ir con el “malón” de gente y detectar precozmente al 


montañista que está al límite de su capacidad física y aclimatación, y persuadirlo de que mejor 


baje antes que se transforme en una emergencia. Y además hacemos controles todo el día. 


El pliego no está a la altura de las nuevas tendencias del montañismo mundial tipo cumbres en 


modalidad non stop o cumbres comerciales rápidas con preaclimatación domiciliaria-helicóptero-


oxígeno-cumbre-helicóptero (3 días), producto que se va a empezar a vender en Aconcagua en 


breve. Para controlar esto es requisito sine qua non un médico fuerte en Nido de Cóndores en 


forma permanente, de lo contrario arriesgamos muchas vidas. 


Fueron muchos los casos evacuados desde Nido de Cóndores en dicha prueba piloto, lo pueden 


corroborar y ver también los médicos que participamos. 


Se requiere en Confluencia: 1 médico del 20 de noviembre al 15 de marzo.  







Es poco 1 médico en temporada alta, cuando tiene que controlar a los que salen a las 6 am a 


Plaza de Mulas y los controles de rutina se extienden hasta las 2 am. Sin contar la creciente 


cantidad de emergencias que se generan por el exponencial incremento de ingresante por 


trekking corto y diario. Casi siempre estos con poca o ninguna experiencia en montañismo. 


 


En suma, se hace saber a los responsables los riesgos en los que estamos 


incurriendo por deficiencias en el pliego de condiciones que redundan en un deficiente 


servicio que puede ser extremandamente grave en alta montaña. La falta de exigencias 


técnicas del pliego y de convocatoria a especialistas a opinar sobre el pliego hace que el 


mismo sea endeble y peligroso. 


En estos tiempos y con lo que representa el turismo para la Provincia no podemos 


permitirnos no estar a la altura de las circunstancias, teniendo todos los medios para lograrlo. 


 


Dr. IGNACIO ROGE 


MP 9100 – DNI 27785168 


Médico especialista en Medicina de Montaña. 


Fundador y primer presidente AAMPA (Asociación Andina de Medicina para la Altura) 


Miembro de CISMMA (Comité Iberoamericano de Seguridad y Medicina de Montaña) 


Miembro de CIMA (Centro de Investigaciónen Medicina de Altura) 


Miembro de la ex SAMM (Sociedad Argentina de Medicina de Montaña) 


Jefe del Servicio Medico Del Parque Provincial Aconcagua ultimas 13 temporadas. 


Docente del Curso de Postgrado en Medicina de Montaña, UNCuyo. 


Docente del postgrado Medicina del Deporte UNC (Córdoba) y miembro permanente del staff docente. 


Docente del Instituto de Educación Física Quilmes. Medicina del deporte. 


Docente del Ministerio de Deportes de la Provincia de Neuquén capacitando guías, médicos, rscatistas 


 El Cuidado de tu Salud en el Ambiente de Montaña. Destinado a público en general, guías, médicos, rescatistas. 


Estudiante Tercer Año EPGAMT (Escuela Provincial Guias Alta Montaña y Trekking. 
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Responde pedido de informe 


NO-2022-08698596-GDEMZA-FISCESTADO 


 


Sr. FISCAL  


DE ESTADO 


S/D 


 


   Sebastián Melchor, en mi carácter de Director de Recursos 
Naturales Renovables viniendo a contestar la denuncia radicada por el Dr. Ignacio Rogé 
por  la firma MEDICINA DE ALTURA S.A. ante esa Fiscalía de Estado a Ud. informo:  


   Que la queja refiere concretamente a la redacción del Pliego de 
Condiciones Particulares (PLIEG-2022-07440329-GDMZA-DRNR#SAYOT )correspondiente 
a la Licitación Pública del Servicio Médico del Parque Provincial Aconcagua para el 
período comprendido entre las temporadas  2022/2023 y 20225/2026 que tramita por 
expediente EX-2022-01666617- -GDEMZA-DRNR#SAYOT  (Proceso 12304-0008-LPU22).  


   La situación planteada se enmarca en lo normado por el artículo 
144º y concordantes de la Ley 8706 y su Decreto Reglamentario Nº 1000/15, así como 
por los Pliegos de Condiciones Particulares y Generales respectivamente además de lo 
establecido por Decreto Nº 1922/2022. 


   Luego de un concienzudo análisis de la denuncia en lo general y 
particular, resulta llamativo el contenido de la misma por su inexactitud e incongruencia.  


   Cabe aclarar que el denunciante omitió efectuar su 
denuncia/impugnación en el ámbito y en el proceso adecuado según lo establecido por 
Ley 8706 y Decreto Reglamentario 1000/15, esto es en oportunidad de tomar 
conocimiento del contenido del Pliego de Condiciones Particulares y, en todo caso, ante 
la autoridad de aplicación que lleva adelante el proceso licitatorio. Más aún, 
informalmente ante mí y funcionarios de esta Dirección el denunciante manifestó su 
total satisfacción con la redacción del pliego que hoy ataca. Por otra parte resulta 
incongruente que con tantas temporadas como prestador del servicio médico en el 
Parque Provincial Aconcagua nunca haya observado la redacción de los Pliegos de 
Condiciones Particulares correspondientes a los distintos procesos licitatorios anteriores 
siendo que esos pliegos eran aún más genéricos que el actual atacado, el que contiene 
correcciones respecto de aquellos, producto de las consultas realizadas durante su 
confección y de la experiencia adquirida durante las últimas temporadas.      







   Respecto a las supuestas “deficiencias” contenidas en el Artículo 
5º del Pliego, el denunciante omite mencionar que en último párrafo del mismo se 
consigna como cláusula residual que el adjudicatario deberá proveer a su personal de: 
“Todo elemento que a juicio del coordinador del servicio médico y/o del Jefe de Área 
del Parque Provincial Aconcagua, resulte necesario para realizar la correcta prestación 
del servicio requerido” (el subrayado es propio), con lo que queda claro que, en todo 
caso, es el prestador concrecionado quien, a través de su Coordinador Médico, tiene la 
potestad de ajustar los requerimientos en cuanto a elementos a proveer y el número y 
calidad de los mismos. Esto nos dispensa de entrar a considerar cada una de las 
observaciones que el denunciante enumera, sin embargo cabe hacer algunas 
consideraciones:   


Cuando empieza a nombrar “algunas deficiencias” expresa que 
en el Artículo 5º se solicitan domos para los diferentes campamentos del Parque. 
El Dr. Roge especifica algunas características que deben poseer los domos de atención 
médica. Sobre estas especificaciones, es destacable que no existe ningún antecedente 
dentro del parque, ni tampoco ningún acuerdo de estandarización por ninguna sociedad 
médica que recomiende dichas características, por lo cual carece de fundamento. De 
hecho, las condiciones provistas por la empresa dirigida por él se han encontrado muy 
lejos de cumplir con dichas especificaciones según declaraciones de sus antiguos 
empleados, quienes manifiestan que el único domo existente en el parque desde la 
temporada 2019/2020 no poseía piso aislante, la entrada al mismo se encontraba rota, y 
los únicos medios de confort habrían sido provistos por el sistema de guardaparques 
(calefacción, camas, garrafas de gas, mesas de atención, sillas, camas de internación, 
entre otras cosas). 


Posteriormente, la presentación del Dr. Roge habla sobre la 
calidad de los oximetros que deben utilizarse en los campamentos. Sobre esto, es 
importante tener en cuenta que no se encuentra ninguna marca ni modelo de oximetro 
que se haya homologado o estudiado para ser utilizado específicamente en ambientes 
de altura. Por lo cual el estado no debe exigir una calidad determinada, al no existir un 
fundamento sólido para ello. Se deja a criterio de la empresa prestadora de servicios. 


Sobre este punto también, el Dr. refiere ser de mayor 
conveniencia poseer oximetros que manifiesten la caída de la saturación a través de una 
alarma para monitorizar a los pacientes con EAPA. Según testimonio de médicos del 
parque, los oximetros a los que el dr se refiere no cuentan con la capacidad de 
programar las alarmas. Siendo que la saturación de oxigeno normal en altura es 
considerablemente menor a la tolerada a nivel del mar, las alarmas de estos oximetros 
suenan en condiciones normales, debiendo desactivar las mismas. Nuevamente el estado 
no se encuentra en condiciones para exigir este tipo de dispositivos, debiendo ser 
desligadas al criterio de la empresa prestadora. 







La amplísima mayoría de las atenciones médicas provistas en el 
parque Aconcagua resultan ser de controles de aclimatación, que incluyen instancias de 
promoción de la adecuada aclimatación y prevención de patologías de altura. Si bien es 
cierto que existe un porcentaje de pacientes que ingresan al parque con patologías 
crónicas preexistente, los mismos no representan la mayoría de los casos. De hecho, los 
datos arrojan que las patologías mayormente incidentes y que representan el mayor 
porcentaje de urgencias están relacionadas a la exposición a la altura; Edema Agudo 
Pulmonar de Altura y Mal agudo de montaña, principalmente, resultando bajísimos los 
casos de abusos de Drogas, convulsiones o ACV. 


En relación a lo planteado sobre posibles situaciones de 
desastre o traumatismos múltiples, el parque provincial cuenta con el debido plan de 
contingencia exigido por el estado. Contando tanto con equipo técnico como también 
con el recurso humano pertinente (Equipo médico, patrulla de rescate, guardaparques, 
entre otros). Respecto a este punto el pliego exige a la empresa prestadora lo adecuado. 


Según estadísticas internas del parque se estima que 
habitualmente desde plaza de mulas puede haber entre 2 y 3 evacuados por día 
aproximadamente, a excepción de la temporada que se llevó a cabo en el contexto de la 
pandemia por covid 19, en la que ese número aumento por una situación excepcional y 
protocolar. Dada la red de respuesta ante urgencias en la altura, últimamente ha sido 
excepcional la necesidad de suministrar oxigeno por largos periodos de tiempo a algún 
paciente. No existe registro de haber experimentado un déficit de ese medicamento en 
los últimos años de actividad. 


En otro punto de la presentación, se comenta que no es 
conveniente que el personal de salud del parque pernocte fuera del domo de atención 
médica ya que el personal debe ser ubicado con facilidad. Acerca de este punto, según la 
experiencia de los trabajadores, la preferencia de los mismos es de tener un espacio de 
distención y esparcimiento personal fuera del domo de atención. Teniendo los 
adecuados medios de comunicación (radios vhf) y ubicando los sectores de pernocte en 
las cercanías del domo de atención, no debería representar ningún inconveniente. De 
esta forma se propicia el confort y la higiene. El pliego licitatorio no impide ni obliga la 
elección del lugar de pernocte y lo deja a disposición de los trabajadores de la empresa. 


En referencia a lo argumentado sobre la ley 27.159 del 2015 
conocida como ley de muerte súbita donde se destaca disponer de un DEA cada 1000 
personas que circulan en un lugar, es de notar que en ningún campamento hay una 
circulación de tal volumen excepto en el centro de visitantes, el cual se encuentra 
cardioprotegido. Así mismo el campamento plaza de mulas, el más grande del parque, 
también se encuentra protegido por un DEA, aunque se desconoce la efectividad del uso 
del mismo a gran altura. 







Donde expresa que ¨las últimas muertes en Aconcagua fueron 
por muerte Súbita¨, se debe destacar que verdaderamente las mismas se debieron 
principalmente a lesiones traumáticas graves o patologías propias de altura que pueden 
evolucionar en fallo cardiaco grave. No así por muerte súbita aislada. A esto vale 
destacar que se produjeron por encima de los 6000 metros de altura, en donde es 
impensada la presencia de un DEA y no está demostrada su efectividad. 


Respecto de la seguridad del corredor internacional Ruta 
nacional 7 y la coordinación con el SEC provincial para la evacuación de pacientes graves. 
La experiencia ha demostrado que dicha coordinación no compromete en ningún 
aspecto la seguridad del mismo. El parque provincial Aconcagua entra dentro de las 
áreas protegidas por el SEC, propiciado por el sistema de salud pública provincial. 


En relación a las guardias Médicas de Nido de cóndores, el 
esfuerzo de ubicar a un médico en dicho campamento está centrado en crear una 
instancia más de prevención y tratamiento de patologías en las inmediaciones del lugar, 
siendo incomparable con la labor de la patrulla de rescate Upram, que cumple con otros 
objetivos. Esto surge a partir de la experiencia en el desarrollo del servicio médico 
prestado por la empresa Medicina en Altura (que el denunciante dirige) y a su solicitud 
con acuerdo de la jefatura del parque, y de esta manera, para que deje de ser temporal y 
pase a ser fija por seguridad de los usuarios del Parque. 


   En cuanto a las observaciones realizadas respecto al Artículo 8º 
GUARDIAS MÉDICAS, las que según el denunciante resultan insuficientes, es claro que se 
omite consignar lo establecido por el Pliego en el mismo Artículo 8º in fine: “La DRNR 
podrá solicitar médicos para cubrir guardias adicionales, cuando la demanda por 
presencia de andinistas así lo justifique, en cualquiera de los campamentos, incluyendo 
puesto médico en el ingreso de la Quebrada de Horcones. La DRNR a través de la 
Jefatura del Parque Provincial Aconcagua, se reserva la posibilidad de modificar el 
destino del personal médico en los distintos campamentos, pudiendo disponer el 
traslado de profesionales entre las distintas seccionales, de acuerdo a las necesidades 
de cobertura del servicio, por eventos especiales o por causas de fuerza mayor. La 
DRNR podrá requerir guardias de refuerzo en caso de existir necesidades de servicio”(El 
subrayado es propio). A ello debe sumarse lo contemplado por Ley 8706 (art. 132 inc. f) 
respecto a la posibilidad de ampliar el servicio (guardias) licitado por hasta un treinta por 
ciento (30%) en caso de necesidad justificada. 


   En suma, como vemos,  la denuncia trata de cuestiones que el 
mismo pliego atacado y la normativa que lo enmarca, contempla como variables que 
pueden ser ajustadas durante la prestación del servicio y con una clara intervención del 
concesionario, en caso de que fuera necesario. 







Por otro lado, confunde mucho su accionar ya que advierte o 
denuncia posibles falencias y solicita equipamiento y recursos que según refiere la carta, 
de la que tomamos conocimiento a través de la publicación en un medio de 
comunicación (https://www.mdzol.com/sociedad/2022/12/12/medicos-del-aconcagua-
defienden-su-trabajo-preparan-el-consultorio-mas-alto-de-america-298811.html), 
exceden en sus exigencias las prestaciones que él mismo tenía a su cargo. 


   Por último se niega terminantemente que el Pliego de 
Condiciones Particulares en cuestión haya sido redactado en forma inconsulta, por el 
contrario fue motivo de consultas tanto con el Ministerio de Salud de la Provincia como 
con la Jefatura del Parque Provincial Aconcagua quienes efectuaron reparos y 
observaciones que fueron volcadas en la redacción final del documento. 


   Por lo expuesto es que a Ud. respetuosamente solicito se 
desestime la denuncia de marras por carecer de fundamento jurídico.   


   Sin otro particular, le saludo atentamente,  


      



https://www.mdzol.com/sociedad/2022/12/12/medicos-del-aconcagua-defienden-su-trabajo-preparan-el-consultorio-mas-alto-de-america-298811.html





Gobierno de la Provincia de Mendoza
2022 - Año de homenaje a los 40 años de la gesta de Malvinas, a sus Veteranos y Caídos


Nota


Número: 
Mendoza, 


Referencia: Responde pedido de informe NO-2022-08698596-GDEMZA-FISCESTADO


A: Fernando Mario Simón (FISCESTADO),


Con Copia A: Humberto Mingorance (SAYOT),


De mi mayor consideración:


 
El documento fue importado por el sistema GEDO con un total de 5 pagina/s.


Sin otro particular saluda atte.
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Gobierno de la Provincia de Mendoza - República Argentina
2022 - Año de homenaje a los 40 años de la gesta de Malvinas, a sus Veteranos y Caídos


Nota


Número: 
Mendoza, 


Referencia: DICTAMEN


A: Fernando Mario Simón (FISCESTADO),


Con Copia A:


De mi mayor consideración:


 
Vienen a dictamen las presentes actuaciones en las cuales a orden nº 2 y 3 obra denuncia relativa a los
pliegos de condiciones particulares (PLIEG-2022-07440329-GDMZA-DRNR#SAYOT) correspondientes a
la Licitación Pública del Servicio Médico del Parque Provincial Aconcagua para el período comprendido
entre las temporadas 2022/2023 y 20225/2026 que tramita por expediente EX-2022-01666617-GDEMZA-
DRNR#SAYOT.


A orden nº 6 se agrega el informe presentado por la Dirección de Recursos Naturales Renovables a
requerimiento de esta Fiscalía, en donde rechaza con argumentos de naturaleza técnica cada una de las
observaciones contenidas en la denuncia.


I.- ANALISIS:


1- Según surge de la presentación obrante a orden nº 2 y 3,  la finalidad de la misma es INFORMAR sobre
los riegos en los que estaría incurriendo la Provincia  “por deficiencias en el pliego de condiciones que
redundan en un deficiente servicio que puede ser extremadamente grave en alta montaña.”.  A su criterio,
“la falta de exigencias técnicas del pliego y de convocatoria a especialistas a opinar sobre el pliego hace
que el mismo sea endeble y peligroso”.  Entiende el denunciante, que lo requerido en el pliego de
condiciones particulares “no se ajusta a las exigencias de las demandas actuales del montañismo.”.


En este sentido, el denunciante alega detalladamente que en materia de personal médico e insumos exigidos
el pliego es genérico, falto de especificaciones y detalles;  e igualmente, tanto los insumos como el personal
requerido son, según su criterio, escasos e insuficientes para atender las necesidades médicas y sanitarias
que podrían presentarse. Se queja igualmente del plazo otorgado relativo al rubro alimentos e
infraestructura vinculada, entendiendo que el mismo resulta exiguo para poder gestionar lo requerido.   







Si bien el denunciante expresa argumentos técnicos para fundar cada una de sus observaciones, por en
ninguna parte de su presentación alega irregularidades o arbitrariedades en el proceso licitatorio ni defectos
en los pliegos que impliquen una manifiesta transgresión a los principios licitatorios de transparencia y
concurrencia. Lo cual ubica a la denuncia en el ámbito de las decisiones de mérito, oportunidad y
conveniencia; reservadas a la autoridad con competencia directa en la materia y excluida del control  de
legalidad  que realiza esta Fiscalía de Estado en el marco de sus competencias legales y constitucionales.


La intervención de este Órgano de Control esta limitada al control de “juridicidad” del accionar
administrativo, sin manifestación alguna sobre cuestiones técnicas (ajenas a su incumbencia) o de mérito,
oportunidad o conveniencia relativas a la operatoria en general (asignadas a los órganos competentes de la
administración); sin perjuicio de la potestad que posee este Órgano de Control al igual que por la autoridad
jurisdiccional de analizar la existencia o inexistencia de “arbitrariedad manifiesta”.


En este orden de ideas, cabe recordar que la S.C.J. Provincial ha expresado: “…El Poder Judicial de la
Provincia de Mendoza sólo ejerce el control de legitimidad de los actos administrativos (aún en los
discrecionales) cuando existe arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, pero no puede incursionar en la
materia propia del órgano administrativo emisor supliéndolo, pues ello importaría ejercer facultades
ajenas a su función invadiendo la esfera administrativa…”[1].


La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala H, en el caso “Fundación para la Fertilidad Humana
v. Inspección General de Justicia” del 27/05/1997 (LA LEY 1/45162), sostuvo que “si bien en principio los
actos de la administración son revisables por el Poder Judicial, el ámbito de intervención de los
magistrados sólo comprende, salvo el caso de arbitrariedad, el control de la legalidad de las medidas que
los funcionarios competentes hayan adoptado en ejercicio de las facultades de que se hallan investidos por
las normas pertinentes. Por lo tanto, tal potestad importa, por regla general, el control de la legitimidad,
que no excluye la ponderación del prudente y razonable ejercicio de las facultades de los funcionarios
competentes, pero no el de la oportunidad, mérito o conveniencia de las medidas adoptadas”.


En análoga postura, la CSJN[2] ha dicho que: “…la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta requiere que la
lesión de los derechos o garantías reconocidos resulte del acto u omisión de la autoridad pública en forma
clara e inequívoca, sin necesidad de un largo y profundo estudio de los hechos, ni de un amplio debate y
prueba (conf. doctrina de Fallos: 306:1253; 307:747)…”[3].


A mayor abundamiento, en ocasión de emitirse el Dict. N°01209/20[4], en el marco del Contrato de
transferencia de acciones, suscripto entre la Provincia de Mendoza, Vale Fertilizer Netherlands B.V., y
Vale S.A., se indicó que autorizada doctrina[5] ha afirmado que la discrecionalidad administrativa[6] es el
producto del margen de apreciación otorgado por el ordenamiento jurídico al poder administrador a los
fines de posibilitarle escoger entre dos o más alternativas igualmente válidas, aun cuando dicha elección no
debe ser efectuada por el órgano de manera arbitraria y antojadiza sino con el propósito de alcanzar el
interés general, es decir en forma “razonable”  (art. 28 de la C. Nacional) y siempre sujeto al principio de
“juridicidad” que debe regir toda la actividad administrativa del estado (arts. 1, II, b), 38 y 39 de la Ley N°
9.003)[7], debiendo a tal efecto MOTIVARSE ESPECIALMENTE la decisión adoptada[8] (conforme
requerimiento expreso del art. 45 inc. d) de la misma norma al tratarse de decisiones con amplio margen de
“discrecionalidad”)[9].


Esta postura ha sido reiterada recientemente en Dictamen Nº0733/21[10] de esta DAA, en ocasión de
tratarse las denuncias presentadas ante esta Fiscalía de Estado en el marco del llamado a Licitación Pública
Internacional de la obra Aprovechamiento Hídrico Multipropósito Portezuelo del Viento (EX-2019-
04571286-GDEMZA-MESA#MEIYE y EX-2020-01724919- -GDEMZA-MESA#MIPIP) .


En definitiva, y tal como entiende la doctrina “…aún cuando existan varias soluciones aceptables o
razonables, no corresponde a este órgano de control, en el marco de sus competencias constitucionales,
legales y reglamentarias, sustituir una por otra, sino sólo controlar que el criterio adoptado por la
Administración tenga su propio consenso y sustentabilidad en el marco de la juridicidad…[11]”







Se observa en tal sentido que el mencionado informe presentado por la DRNR a requerimiento de esta
Fiscalía evacúa, en términos generales, cada uno de los cuestionamientos contenidos en la denuncia.


En línea con lo manifestado, los puntos contenidos en la denuncia en relación a las supuestas deficiencias
técnicas de los pliegos particulares de la referida licitación, resultan ajenos al control de juridicidad, al que
se ha aludido en los párrafos precedentes, en tanto no se observa la existencia de “arbitrariedad
manifiesta”.[12]


 


2.- Sumado a lo sostenido en el punto precedente, cabe señalar que la oportunidad jurídica para realizar
estas observaciones, pedir aclaraciones, ampliación de plazo, etc. era en el expediente licitatorio y durante
los plazos regulados en los pliegos.


Según lo informa el Director de Recursos Naturales Renovables en su informe agregado a orden nº 6 de las
presentes actuaciones, el presentante omitió efectuar su denuncia/impugnación en el ámbito y en el proceso
adecuado según lo establecido por Ley 8706 y Decreto Reglamentario 1000/15. Dicha omisión ha sido
verificada por quien suscribe, habiendo compulsado el expediente licitatorio EX-2022-01666617- -
GDEMZA-DRNR#SAYOT remitido a esta Fiscalía para dictamen.  Es decir, según constancias de dichas
actuaciones el denunciante presentó su oferta sin realizar reserva alguna en relación a los pliegos ni al
procedimiento.  


Tal accionar debe considerarse como consentimiento de las imposiciones y términos previstos en los
pliegos de condiciones, resultando en consecuencia incuestionablemente aplicables, por lo que no resulta
válido en principio que puedan en este tardío estadío procedimental, alzarse válidamente contra las
previsiones de los mismos, pretendiendo ahora que poseen deficiencias técnicas.


En este marco, el denunciante debió actuar con la pertinente diligencia del buen hombre de negocios[13],
formulando los correspondientes pedidos de aclaraciones y/o impugnaciones que entendía procedentes,
siendo relevante recordar que al contratar con la Administración, debe tenerse especial diligencia en este
sentido (al igual que al ofertar en los procedimientos de adquisición), conforme doctrina sentada por la
Procuración del Tesoro de la Nación.


En efecto, ha dicho el mencionado órgano de asesoramiento que: “… al respecto, cabe recordar antes que
nada que, según ha sido sentado en múltiples ocasiones por la Procuración del Tesoro de la Nación,
expresando que: “…el mero hecho de presentar una oferta para intervenir en una licitación pública
engendra…dada la seriedad y relevancia del acto, la exigencia de una diligencia del postulante que
excede la común al efectuar el estudio previo de sus posibilidades y de las condiciones que son base de la
licitación …” (ver Dict163:477)…”(dict. N°067/95, de fecha 10/05/95). En igual tenor ha sostenido que:
“…el mero hecho de presentarse a una licitación engendra un vínculo entre el oferente y la
Administración -que queda supeditado a una eventual adjudicación-, lo que presupone un grado de
diligencia del postulante que excede el común, de modo que su silencio hace presumir lisa y llanamente la
aceptación de los términos fijados por el Estado” (conf. dictámenes P.T.N.163:477; 211:370; 259:415;
282:1). Que, en consonancia con ello, el mismo órgano ha sostenido que “las cláusulas de los Pliegos de
las licitaciones les permiten a los oferentes hacer sus previsiones; y si el proponente no ha cuestionado
esas cláusulas, debe entenderse que las conoce en su totalidad y, más aún, que las aceptó y las consintió”
(conf. dictámenes P.T.N. 233:94; 234:452; 259:415; 282:1 y dictamen N°67/95).


Lo expresado precedentemente deja inmerso a cualquier oferente en la doctrina del “sometimiento
voluntario a un régimen legal”, cuyo desarrollo y fundamentación se ha efectuado en diversos dictámenes
de esta Dirección de Asuntos Administrativos, a los cuales me remito[14].


  3.- En relación a los aspectos de la denuncia que merecen atención desde el punto de vista de la
legalidad,  la única mención que en la denuncia se hace en referencia a una posible transgresión legal
concreta es la relativa a la Ley 27.159; ya que a criterio del denunciante un solo desfibrilador es







insuficiente para cubrir las necesidades del lugar; observación respondida fundadamente en el informe
remitido por la D.R.N.R. y que esta Fiscalía de Estado a incluido expresamente en su dictamen emitido en
el expediente licitatorio para que sea debidamente analizada por la autoridad licitante, atento a que si bien
el texto legal es claro, las condiciones de aplicación de la misma requieren un análisis técnico que la
contextualice en virtud del lugar donde se va a aplicar. 


4.- En resumen, de acuerdo a las consideraciones precedentes y sin perjuicio de las observaciones
expresadas en el expediente licitatorio EX-2022-01666617- GDEMZA-DRNR#SAYOT; entiendo que no
resulta procedente hacer lugar a la denuncia que origina las presentes actuaciones, debiendo la misma ser
desestimada.


 


[1] SCJ Mza., Expte.: 13040799919; “CANESSA, ARGENTINO OMAR Y OTROS C/ DIRECCIÓN GENERAL DE ESCUELAS P/ ACCIÓN
PROCESAL ADMINISTRATIVA”, Fecha: 08/05/2020, SALA N° 2.


[2]CSJN Fallos: 325:2583, Obra Social de Empleados del Tabaco de la República Argentina y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de
Economía, Obras y Servicios Públicos - Secretaría de Agricultura s/ amparos y sumarísimo 10/10/2002.


[3] Resulta oportuno traer a colación lo que acontece en la jurisprudencia norteamericana en relación a este aspecto, en donde como explica
BIANCHI, se aplica la regla de la deferencia, la cual, en principio, conduce a respetar el criterio de la Administración, en tanto sus decisiones
no sean manifiestamente arbitrarias, lo que implica un control judicial –análogo al que ejerce esta F.E.– limitado y, por tanto no pleno. Citado
en BIANCHI Alberto B., en “Las potestades administrativas del presidente de la Nación”,  en AA.VV., “Organización administrativa, función
pública, y dominio público”,  Jornadas organizadas por la Universidad Austral, RAP, Bs.As., 2005, p. 55 y ss.


[4]  Véase EX2019-01433915- -GDMZA-MESA-MEIYE.


[5] CASSAGNE, ob.cit.10.


[6] Es válido recordar que con base en la división de poderes, cuando el juez –aplicable al control que ejerce esta F.E.- controla el ejercicio
de la discrecionalidad no reproduce en forma exacta el proceso lógico desarrollado por la Administración. El control judicial recae sobre una
decisión administrativa ya dictada. Consecuentemente, si existió un margen discrecional de libre apreciación a cargo de la Administración
("núcleo interno" de lo discrecional), no incumbe al juez revalorar y ponderar una elección ya realizada por la Administración, pues ello
implicaría "administrar", "sustituir" al órgano administrativo competente y "vulnerar" la división de poderes. (ob. Cit. N° 5).


[7] La PTN en Dictamen S/N -2001- Tomo: 236, Página: 91, del 23 de Enero de 2001, Expediente: 23523/00,  dijo: “Tratándose de un acto
administrativo dictado en ejercicio de las funciones y con las características señaladas (facultades discrecionales) ello no obsta que se
verifique si, dentro de las opciones posibles abiertas a la potestad discrecional el ejercicio de tal potestad devino en el dictado de un acto
viciado de arbitrariedad. Ello, por cuanto, el control judicial de los actos denominados tradicionalmente discrecionales encuentra su ámbito de
actuación, por un lado, en los elementos reglados de la decisión, esencialmente, la competencia, la forma, la causa y la finalidad y por otro,
en el examen de su razonabilidad”.


[8] Al respecto, la jurisprudencia de nuestro Alto Tribunal (basada en el dictamen del Procurador General) ha señalado que el hecho de
haberse dictado un acto  administrativo en ejercicio de facultades discrecionales (cesantía del actor en ese supuesto) no la “dispensa de
observar un elemento esencial como es la motivación suficiente, pues es, precisamente, en este ámbito de la actividad administrativa donde
la motivación se hace más necesaria” (CSJN, “Lema Gustavo c. Gob. Nacional”; Fallos: 324:1860 -2001-).


[9] Es importante traer a colación lo que la doctrina viene enseñando en el sentido que si actualmente un acto discrecional de la
Administración forma parte del orden jurídico, el control judicial debe revisar si efectivamente ha sido correctamente ejercida "dentro" de ese
universo jurídico. Esto no implica revisar su esencia (selección de una alternativa entre otras igualmente válidas), sino sólo su contorno
externo e inserción en el sistema ordinamental. El control de los jueces termina al comprobar con el fondo de la cuestión que se ha elegido
una solución correcta entre otras de igual condición dentro del mundo jurídico. Por ello en lugar de hablar de técnicas de control de la
discrecionalidad se debería hablar de técnicas de control de su "ejercicio" (SESIN, Domingo, en: "Administración Pública. Actividad reglada,
discrecional y técnica. Nuevos mecanismos de control judicial", Ed. Depalma, Buenos Aires, 1994, p. 287). Existen incluso precedentes que
han mantenido una postura más amplia y profunda, en relación a la extensión del control de un acto discrecional, pero siempre excluyendo
el mérito, oportunidad y conveniencia. La entonces Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial Especial de la Capital Argentina, ha
proclamado el control de los hechos aun relacionados con cuestiones técnicas, con motivo del cuestionamiento de una ordenanza municipal
que disponía el retiro de los locales instalados en los andenes, que creaban un riesgo para los usuarios frente al reducido espacio que les
quedaba cuando esperaban el arribo de los trenes. El tribunal consideró que la "discrecionalidad no es una potestad ilimitada de la
Administración Pública, pues tiene un ámbito que no puede ser excedido y se halla sometido al control administrativo y judicial. Si bien es
cierto que la oportunidad, conveniencia o mérito tenidos en cuenta para la emisión del acto administrativo no son controlables por el Poder
Judicial, ello no impide que lo atinente a la efectiva existencia de los hechos o situaciones de hecho (invocados para emitir el acto) caiga o
puede caer bajo el poder de revisión de los jueces, pues se trata de comprobar la verdadera y efectiva existencia de sus presuntos
antecedentes, es decir, de aquello que constituye su causa o motivo. El acto administrativo que se dicta con base en un informe técnico







puede ser impugnado de acuerdo con los recursos que establezca el sistema positivo vigente, pues respecto de dicho acto rigen las reglas
generales sobre control de la discrecionalidad" (C. Nac. Esp. Civ. y Com., 21/6/1983, "Subterráneos de Buenos Aires, Sociedad del Estado v.
Fusetti  de Turro", ED 105-575, Buenos Aires; con comentario de Tawil, Guido, "Administración y Justicia", t. II, p. 400; Gusman, Alfredo,
"Fronteras del poder discrecional", Ed. LL Córdoba, 2002).


[10]
 Pudiendo consultarse también Dictamen N°0567/21 respecto de las denuncias presentadas ante esta Fiscalía de Estado en el marco del


llamado a Licitación Pública N°1001/2021-907 que tramita en EX-2021-00483573--GDEMZA-DPP#SAYOT.


[11] SESIN, Domingo Juan, en: “El contenido de la tutela judicial efectiva con relación a la actividad administrativa discrecional, política y
técnica”, (LA LEY 0003/70037085-1). En el mismo trabajo cita al  Tribunal Supremo español, cuando señala que"Hay un núcleo último de
oportunidad o conveniencia, allí  donde son posibles varias soluciones igualmente justas (o legalmente indiferentes), en el que no cabe
sustituir la decisión administrativa por una decisión judicial ...esta jurisdicción no constituye un escalón jerárquicamente superior a la
Administración que le permita a través de sus resoluciones imponer a los órganos de la misma una determinada línea de actuación en la
gestión de los intereses públicos que tiene confiada, ni en la propia organización de los medios materiales destinados a la misma, sino que
la misión de los tribunales queda circunscripta a corregir las extraviadas actuaciones administrativas cuando éstas infrinjan el ordenamiento
jurídico ...lo que no puede hacer la jurisdicción es erigirse en legislador e invadir el ámbito normativo de la Administración" .


[12]
 La CSJN en el caso “Dos Arroyos S.C.A. v. Dirección Nacional de Vialidad” del 28/09/1993 (LA LEY 1/23646) ha considerado que “el


mayor o menor acierto o error, mérito o conveniencia de la solución adoptada por la autoridad administrativa, constituyen puntos sobre los
que no cabe al Poder Judicial pronunciarse, en la medida en que el ejercicio de esas facultades discrecionales no se compruebe como
irrazonable, inicuo o arbitrario”.


[13]
 La fórmula de un 'BUEN HOMBRE DE NEGOCIOS' (previsto entre otras normas, en el art. 59 de la LeyN°19.550), recuerda la del 'BUEN


PADRE DE FAMILIA', pero es sustancialmente diferente. El BUEN PADREDE FAMILIA' es la persona que pone los cuidados propios del
hombre común medio. Esta exigencia del 'BUEN HOMBRE DE NEGOCIOS' es mucho más estricta, ya que no basta el modelo de un buen
hombre común, sino que se exige del administrador una especial aptitud profesional.


[14]
 Dictámenes Nros. 0345/12, N°1081/14 y nº 0808/21 entre otros, de esta Dirección de Asuntos Administrativos. Texto completo puede


consultarse en www.fiscalia,mendoza.gov.ar, dictámenes precedentes.


Sin otro particular saluda atte.
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